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SCI-1054-2012
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio C. Calvo A, Rector
Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos
Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
12 de diciembre del 2012

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2798 Artículo 9, del 12 de diciembre del 2012.   Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422, de 06 de octubre de 2004”, Expediente No. 18.348



Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:


CONSIDERANDO QUE:

1. En Sesión Ordinaria No. 2787 del Consejo Institucional, celebrada el 10 de octubre de 2012, se conoce la propuesta del Proyecto de “Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422, de 06 de octubre de 2004”, Expediente No. 18.348 y se dispone solicitar el criterio a la Oficina Asesoría Legal, Consejo de Rectoría, Consejo de Docencia, Consejo de Investigación y Extensión, Consejo de VIESA, Consejo de Administración y Coordinador de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles.

2. Mediante oficio SCI-807-2012, del 10 de octubre de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Grettel Ortiz, Directora de la Oficina de Asesoría Legal, Dr. Julio Calvo, Presidente del Consejo de Rectoría, Ing. Luis Paulino Méndez, Presidente del Consejo de Docencia, Dr. Milton Villarreal, Presidente del Consejo de Investigación y Extensión, Dra. Claudia Madrizova, Presidenta del Consejo de VIESA, MAE. Marcel Hernández, Presidente del Consejo de la Vic. De Administración y el Ing. Jorge Chaves, Coordinador de la Comisión de Asuntos Académicos, se solicita criterio técnico sobre el Proyecto de “Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422, de 06 de octubre de 2004”.



3. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio Asesoría Legal-615-2012, del 22 de octubre de 2012, suscrito por la M.Sc. Grettel Ortiz Álvarez, Directora de Asesoría Legal, dirigido a la  Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite el criterio, que en lo conducente dice:

“Primeramente  se quiere dejar patente que cualquier intento a nivel legislativo para mejorar  la administración pública, con instrumentos adecuados acorde a la realidad nacional y que permitan en la práctica un mayor control, propiciar y fortalecer  el deber de probidad, y por ende bajo principios de legalidad, transparencia, imparcialidad, razonabilidad, rendición de cuentas, entre otros, son compartidos por esta Institución.  Lo anterior porque una legislación actualizada permite con mayor facilitad  hacer frente a actos que van en perjuicio de la sociedad y socaban nuestro Estado de Derecho.

I-Antecedentes:  

1. El presente Proyecto   fue presentado el 19 de diciembre, 2011 por iniciativa del diputado Víctor Emilio Granados y la diputada Yolanda Acuña.
2. Costa Rica, por medio de la  Ley N. 7670  aprueba la Convención Interamericana contra la Corrupción  teniendo como propósito  entre otros “Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Partes, de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción;…”
3. En igual sentido a aprueba  por medio de la ley 8557 la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción,  en su artículo primero  se establece como parte de los compromisos:  “…a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir más eficaz y eficientemente la corrupción; b) Promover, facilitar y apoyar la cooperación internacional y la asistencia técnica en la prevención y la lucha contra la corrupción, incluida la recuperación de activos; c) Promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los bienes públicos. 
4. Nuestra Propia Constitución Política establece en su artículo 11 el deber de los    funcionarios públicos de cumplir con los preceptos legales.  En igual sentido este artículo conlleva el deber de rendición de cuentas  sobre el cumplimiento y actuar de cada servidor público en el ejercicio de sus cargos. 
5. En igual sentido existen disposiciones en materia ética en la función pública como por ejemplo  Acuerdos números 2, del 12 de mayo de 1998 publicado en La Gaceta número 93, Alcance número 15, del 15 de mayo de 1998 y 3 del 8 de mayo del 2002 publicado en La Gaceta número 91, Alcance 38, del 14 de mayo del 2002, ambos del Poder Ejecutivo), así como por otros Poderes e instituciones públicas. Ley Orgánica de la Contraloría General, Reglamento de Abstenciones y Marco Ético institucional, así como para los funcionarios de las auditorias internas Ley General de Control Interno, LEY General de la Administración Pública entre otras. Es así como nuestro ordenamiento  jurídico en general contiene un amplio abanico normativo   tendiente a regular y velar por el  debido ejercicio de la función  pública por ejemplo “ Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función Pública”
6. Dentro del marco de los compromisos adquiridos por el país al ratificar las  Convenciones internacionales indicadas y ante una realidad social se promulga la Ley  8422 “Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función Pública” publicada en la Gaceta N.212 del 29 de octubre de 2004 y su Reglamento  Publicado en la Gaceta N.82 , Alcance 11 del 29 de abril de 2005. 

La ley 8422 ha sufrido varias modificaciones entre ellas: Ley  8445, “Modificación del artículo 17 de la  Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función Pública”, Ley 8630 Modificación del Código Penal, Ley N° 4573, y la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, N° 8422, Ley 8823 Reforma a varias leyes, sobre la participación de la Contraloría General de  la República de la República para  la simplificación y el fortalecimiento de la Gestión Pública. 
II-En la corriente Legislativa se encuentra para estudio y análisis el Proyecto de ley N.28.348 (sic) REFORMA PARCIAL Y ADICION A LA LEY CONTRA LA CORRUPCION Y ENRIQUECIMIENTO  ILICITO EN LAFUNCIÓN PÚBLICA LEY N. 8222, DE 6 DE OCTUBRE DE 2004”

Se procede al análisis y a emitir las observaciones  de dicho proyecto en los siguientes términos:
1-El artículo 4 propuesto establece el  “Derecho ciudadano de denunciar y deber de denunciar del funcionario. Los ciudadanos tendrán el derecho, y los funcionarios públicos el deber de denunciar los presuntos actos de corrupción, faltas al deber de probidad, conflicto de intereses, o cualquier otra falta administrativa.
La Administración Pública deberá recibir, tramitar y resolver las denuncias de forma oportuna y conforme a la normativa aplicable, así como comunicarle al denunciante el resultado de su gestión.”

Ahora bien  de  conformidad con el artículo 322   del Código Penal sección  III encubrimiento. Se establece que será reprimido con prisión de seis meses a dos años el que, sin promesa anterior al delito, ayudare a alguien a eludir las investigaciones de la autoridad o a substraerse a la acción de ésta u omitiere denunciar el hecho estando obligado a hacerlo.” En igual sentido el artículo 281 inc. a en igual sentido el artículo 281  del Código Procesal Penal indica:
ARTICULO 281.-Obligación de denunciar Tendrán obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio: 
a) Los funcionarios o empleados públicos que los conozcan en el ejercicio de sus funciones. 
b) Los médicos, parteras, farmacéuticos y demás personas que ejerzan cualquier ramo del arte de curar, que conozcan esos hechos al prestar los auxilios de su profesión, salvo que el conocimiento adquirido por ellos esté protegido por la ley bajo el amparo del secreto profesional. 
c) Las personas que por disposición de la ley, de la autoridad o por un acto jurídico tengan a su cargo el manejo, la administración, el cuidado o control de bienes o intereses de una institución, entidad o persona, respecto de delitos cometidos en su perjuicio o en perjuicio de la masa o patrimonio puesto bajo su cargo o control y siempre que conozcan el hecho con motivo del ejercicio de sus funciones. 
En todos estos casos, la denuncia no será obligatoria si razonablemente arriesga la persecución penal propia, del cónyuge, o de parientes hasta tercer grado por consanguinidad o afinidad, o de una persona que conviva con la denunciante ligada a él por lazos especiales de afecto. 
De esta forma la ley vigente  contra la Corrupción, pasa de un deber de probidad pasiva a una  activa.  Ahora bien la propuesta del proyecto va más allá al incluir el derecho de los ciudadanos de  denunciar actos de corrupción y mantener el deber de los funcionarios  de denuncia.  
El hecho de ampliar la posibilidad de denuncia, vista esta como un derecho de todo ciudadano se considera oportuno,   y permite un mayor control al principio de probidad que debe cumplir todo  funcionario público.  No obstante lo anterior, debemos de  tener en cuenta que de conformidad con  artículo 1 de la Ley  8422, señala como fines de la misma el “prevenir detectar y sancionar la corrupción en  el ejercicio”.  Por lo que es importante frente este fin específico de la ley  y  la posibilidad pretendida de una participación activa de los ciudadanos de denuncia, que la legislación misma brinde los instrumentos adecuados   para que el ciudadano pueda ejercer este derecho, por lo que consideramos que no es suficiente  tener una ley coercitiva  ante  actos  de corrupción y enriquecimiento  ilícito en la función pública, la lucha en realidad empieza cuando el ciudadano se encuentre informado y adquiera conciencia del  papel preponderante que puede ejercer frente a este flagelo y comprenda que debe asumir una responsabilidad que por el simple hecho de ser  ciudadano  ha adquirido. Claro está que para ello deben de cambiarse una serie de paradigmas sobre este tema, con el fin de romper  mitos y miedos que muchas veces limitan el ejercicio de ese derecho que hoy se quiere plasmar, por lo que se recomienda que dentro del proyecto se incluya  un Capítulo  de divulgación de la ley, de concientización del deber ciudadano de denuncia ante un acto de corrupción,  que conozca los mecanismos  por medio de talleres, foros, sin dejar de lado los medios de comunicación.  En igual sentido  esta capacitación o información debe darse dentro de las instituciones cubriendo todos los niveles administrativos, de esta forma se considera que debe buscarse primero llegar a la prevención antes que la sanción siendo este uno de los caminos principales ante  cualquier problema que la sociedad enfrenta. 
Después de siete años de haber entrado en vigencia la Ley 8422, la  realidad nos demuestra que la coerción no ha sido suficiente,   si bien es cierto  y lamentablemente debe existir en toda sociedad, ésta no debe ser considerado como un instrumento  único de persuasión, existiendo en Costa Rica  al igual que en otros países muchos ejemplos que verificación este hecho.  Es por ello que en este tema como en muchos otros debe volverse la mirada y los esfuerzos a esa prevención, y no  solo atacar el problema cuando éste se expone o se denuncia, con  las implicaciones negativas en muchos casos irreversibles para la administración y  para la sociedad en general.
La inclusión de éste tema en una Ley como la presente consideramos no iría en contra de los fines perseguidos por la Ley vigente artículo 1,  existiendo conexidad con lo pretendido con esta reforma, según su misma exposición de motivos. Igualmente se estaría cumpliendo con el artículo III  de la Convención Interamericana contra la Corrupción  suscrita en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 1996[footnoteRef:0],  en igual sentido con el Artículo 6 “CONVENCIÓN  DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN ley 8557 [footnoteRef:1] [0: “ Articulo III
Medidas preventivas
A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:
1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas. Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones. Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan
conocimiento. Tales medidas ayudarán a preservar la confianza en la integridad de los
funcionarios públicos y en la gestión pública.
2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta.
3. Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus  responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades.
(…).
8. Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento 
(…)
11. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no  gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la
corrupción.
(…)”]  [1:  Artículo 6
Órgano u órganos de prevención de la corrupción
1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico,
garantizará la existencia de un órgano u órganos, según proceda, encargados de prevenir la corrupción con
medidas tales como:
a) La aplicación de las políticas a que se hace alusión en el artículo 5 de la presente Convención y, cuando
proceda, la supervisión y coordinación de la puesta en práctica de esas políticas; b) El aumento y la difusión
de los conocimientos en materia de prevención de la corrupción.
] 

2-Se recomienda igualmente rescatar la regulación en materia de responsabilidad  indicado el artículo 4° de la Ley vigente ya que este punto es complemento del artículo 3  que consagra el deber de probidad como  fundamento ético de la función publica, que ha permitido enmarcar una serie de situaciones  donde se considera ha existido alguna irregularidad. 
3- A partir del artículo  14 es importante  las reformas que se pretenden y que corresponden al Capítulo II de la Ley 8422 Régimen preventivo Se pretende inclusiones de cargos importantes por ejemplo en la prohibición para ejercer profesiones liberales,  desempeño simultáneo de cargos públicos, régimen de impedimentos para el nombramiento de cargos públicos régimen de incompatibilidades en el  ejercicio de cargos públicos entre otros. Igualmente es importante destacar que   se establece una mayor claridad de las normas aplicables a estos determinados regímenes de prohibiciones e incompatibilidades que permiten un mayor control de los  conflicto de intereses, propiciando una mayor  transparencia en el actuar de los funcionarios de la Administración Pública que tratan de adecuar esta Ley a las obligaciones adquiridas por el país antelas Convenciones Internacionales.
4-Artículo 23:Declaración jurada por orden singular. La ley vigente establece  que tanto “la Contraloría General de la República o el Ministerio Público ,por medio del fiscal general, en cualquier momento podría exigir, por orden singular, a todo funcionario público que administre o custodie fondos públicos ,que presente  declaración jurada  de su situación patrimonial….”  El proyecto de ley circunscribe esta posibilidad a la Contraloría General de la República lo cual entendemos se encuentra sustentado en el artículo 184 de la  Constitución Política deberes  y atribuciones de la Contraloría inc .5. , excluyendo  de ésta posibilidad  al Ministerio Público por medio del fiscal general. Punto que consideramos debe analizarse a fondo sobre la conveniencia de esta eliminación que en la práctica pude ser muy útil para esclarecer la verdad real ante denuncias por corrupción o enriquecimiento ilícito  que se estén ventilando a nivel judicial.  Además debe de tenerse en cuenta si esta eliminación no  afecta el cumplimiento de  los fines de la Ley 8422  artículo 1 “Los fines de la presente Ley serán provenir, detectar y sancionar la corrupción en el ejercicio de la función pública”
5-La propuesta del artículo 29 presenta algunas particularidades entre ellas: 
· Se mantiene el criterio de la Sala Constitucional Relacionado con el punto 2 inciso d) , esto debido  a que por resolución 7689-08 se anula por  unanimidad la frase “ y su descripción” [footnoteRef:2] [2:  Acción de inconstitucionalidad número 05- 002415-0007- CO. Se entienden, por menaje de casa, únicamente los artículos domésticos y la ropa de uso personal propio, de su cónyuge, su compañero o compañera, de sus hijos y de las demás personas que habiten con el funcionario…', del artículo 29 inciso 2) letra d) de la Ley N°8422 Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública”, estableció la Sala. Uno de los principales argumentos que expuso el recurrente en la acción inconstitucionalidad es que esta norma violenta el principio de la razonabilidad, pues se establecía el detalle del menaje de la casa y la ropa de uso personal y de quienes habiten en la casa del funcionario público.
Sin embargo se mantiene la declaración del valor total estimado del menaje de la casa.] 

· Punto3 de la participación en sociedades  o empresas con fines de lucro se observa error material  en el consecutivo de las letras de los incisos específicamente  “e)”
· Se da una mejor redacción de forma al separar de los bienes  muebles (punto 2 inc. e)  “de la participación en sociedades o empresas confines de lucro y ponerlo como punto 3 e individualizar cada requisito, lo cual permite mayor claridad y favorece su interpretación. Igual sistema se sigue con los temas: de los bonos, con los fondos complementarios de pensión o similares, de los fondos complementarios de pensión o similares, de las cuentas bancarias corrientes y de ahorro, de los salarios y otros ingresos,  y  de los activos intangibles.
· Como novedoso se incluyen otros productos financieros obedeciendo  algunos de ellos a sistemas producto del avance tecnológico.
6-Propuesta artículo 30, se considera una de las reformas más importantes porque  brinda las herramientas para verificar la información emitida bajo declaración jurada,  permitiendo a la Contraloría  General de la República  cumplir con su cometido de fiscalización, que por mandato Constitucional le corresponde (artículo 183 y  184 Constitución Política).  En igual sentido las modificaciones del artículo 34 lo cual es reforzado con la propuesta del artículo 35.- “Acceso a cargos públicos.” [footnoteRef:3] y artículo 36 Facultades de investigación de la Contraloría General de la República [footnoteRef:4] [3:  Artículo 35“Para ejercer un cargo público que origine el deber de declarar la situación patrimonial, será requisito no tener pendiente la presentación de ninguna declaración jurada ante la Contraloría General de la República. De esta disposición se exceptúan los cargos de elección popular. La infracción a lo dispuesto en esta norma acarreará la nulidad absoluta del nombramiento”]  [4:  Artículo 36 .- Facultades de investigación de la Contraloría General de la República. La  Contraloría General de la República, en el ejercicio de sus competencias, podrá realizar las investigaciones que estime procedentes en relación con las faltas administrativas que incidan sobre la Hacienda Pública. Para tal efecto, y de ser pertinente, estará facultada para ejercer la atribución establecida en el artículo 30 de esta ley.] 

7-El artículo 38 Causales de responsabilidad administrativa, por la estructura del artículo es importante la inclusión que se hace ya que queda explícitamente establecido como causal  de responsabilidad administrativa “el violentar el deber de probidad” ello debido a que este deber;  a pesar que encierra una gran cantidad de aspectos desde el punto de vista práctico, es fundamental, por que  permite no solo orientar la función que debe desempeñar todo funcionario público sino además  permite evaluar su accionar,  sancionar (art.39 proyecto de ley ) en caso necesario y corregir en la medida de lo posible la afectación que eventualmente se allá (sic) producido , por ello  lejos de ser redundante se considera  la inclusión en comentario  apropiada.
8-El artículo 2 del proyecto pretende la inclusión de un artículo 4 bis  que viene a cumplir con parte de los compromisos adquiridos al ratificar  la Convención de las Naciones Unidas  contra la Corrupción, aprobada por Costa Rica ley N. 8557 , como ejempló de ello el artículo 32 y 33 de dicho instrumento internacional que trata de la protección de testigo, peritos y víctimas [footnoteRef:5] en igual sentido la inclusión de un artículo 40 bis Medidas  precautorias , responden a este mismo compromiso establecido en el artículo30 [footnoteRef:6] de la Convención de las Naciones Unidas Ley 8557 [5:  CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN
Artículo 32
Protección de testigos, peritos y víctimas
1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su ordenamiento jurídico interno y
dentro de sus posibilidades, para proteger de manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidación a los testigos y peritos que presten testimonio sobre delitos tipificados con arreglo a la presente
Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas.
2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, sin perjuicio de los
derechos del acusado e incluido el derecho a las garantías procesales, en:
a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida de lo necesario y posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar información sobre su identidad y paradero; b) Establecer normas probatorias que permitan que los testigos y
peritos presten testimonio sin poner en peligro la seguridad de esas personas, por ejemplo aceptando el testimonio mediante tecnologías de comunicación como la videoconferencia u otros medios adecuados.
3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados para la reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo.
4. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán también a las víctimas en la medida en que sean testigos.
5. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y consideren las opiniones y preocupaciones de las víctimas en etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.
Artículo 33
Protección de los denunciantes
Cada Estado Parte considerará la posibilidad de incorporar en su ordenamiento jurídico interno medidas
apropiadas para proporcionar protección contra todo trato injustificado a las personas que denuncien ante las
autoridades competentes, de buena fe y con motivos razonables, cualesquiera hechos relacionados con
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.
]  [6:  Proceso, fallo y sanciones
(…)
6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de establecer, en la medida en que ello sea concordante con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, procedimientos en virtud de los cuales un funcionario público que sea acusado de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención pueda, cuando proceda, ser destituido, suspendido o reasignado por la autoridad correspondiente, teniendo presente el respeto al principio de presunción de inocencia.
(…)
] 

III- RECOMENDACIONES:
a-Se reitera como se hizo al inicio de que esta Institución comparte los intentos  de mejorar  la legislación vigente que permita un actuar óptimo  de la Administración Pública, con instrumentos adecuados acorde a la realidad nacional y que permitan en la práctica un mayor control, propiciar y fortalecer  el deber de probidad, todo bajo los bajo principios de legalidad, transparencia, imparcialidad, razonabilidad, rendición de cuentas, entre otros.  Lo anterior porque una legislación actualizada permite con mayor facilitad  hacer frente a actos que van en perjuicio de la sociedad y socaban nuestro Estado de Derecho
b- Se considera recomendable, ante la posibilidad de ejercer por parte de los ciudadanos el derecho a la denuncia brindar la información y la capacitación necesaria, con el fin que la sociedad en su conjunto se encuentre informada y se forme una cultura de responsabilidad ante hechos de corrupción que en algunos casos no  son denunciados por miedo o por ignorar los mecanismos existentes para tal fin y de esta forma se contribuya, por medio de la participación ciudadana  a cumplir a cabalidad el fin principal de ésta y otras Leyes. Si bien es cierto en materia como la presente es necesario una ley coercitiva también lo es  que la lucha contra actos de corrupción y enriquecimiento ilícito empieza cuando el ciudadano se encuentra informado y adquiera conciencia del  papel preponderante que puede ejercer frente a este flagelo y comprenda que debe asumir una responsabilidad que por el simple hecho de ser  ciudadano  ha adquirido. Claro esta que para ello deben de cambiarse una serie de paradigmas sobre este tema, con el fin de romper  mitos y miedos que muchas veces limitan el ejercicio de ese derecho que hoy se quiere plasmar, por lo que se recomienda que dentro del proyecto se incluya  un Capítulo  de divulgación de la ley, de concientización del deber ciudadano de denuncia ante un acto de corrupción,  que se divulgue  los mecanismos legales , por medio de talleres, foros, sin dejar de lado los medios de comunicación masiva. De esta forma se estaría igualmente  cumpliendo con los Convenios Internacionales relacionados con la  de prevención. Por ejemplo la  Convención Interamericana contra la Corrupción (Ley Nº 7670 del 17 de abril de 1997), señala: en su “ARTICULO II . Propósitos .Los propósitos de la presente Convención son: “1. Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Partes, de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción …”
3-Se recomienda igualmente rescatar la regulación en materia de responsabilidad, indicado el artículo 4° de la Ley vigente ya que este punto es complemento del artículo 3  que consagra el deber de probidad como  fundamento ético de la función publica, que ha permitido enmarcar una serie de situaciones  donde se considera ha existido alguna irregularidad
4 – El artículo  23 Declaración jurada por orden singular. La ley vigente establece  que tanto “la Contraloría General de la República o el Ministerio Público ,por medio del fiscal general, en cualquier momento podría exigir, por orden singular, a todo funcionario público que administre o custodie fondos públicos ,que presente  declaración jurada  de su situación patrimonial….”  El proyecto de ley circunscribe esta posibilidad a la Contraloría General de la República lo cual entendemos se encuentra sustentado en el artículo 184 de la  Constitución Política deberes  y atribuciones de la Contraloría inc .5.,excluyendo  de ésta posibilidad  al Ministerio Público por medio del fiscal general. Punto que consideramos debe analizarse a fondo sobre la conveniencia de esta eliminación que en la práctica pude ser muy útil para esclarecer la verdad real ante denuncias por corrupción o enriquecimiento ilícito  que se estén ventilando a nivel judicial.  Además debe de tenerse en cuenta si esta eliminación no  afecta el cumplimiento de  los fines de la Ley 8422  artículo 1 “Los fines de la presente Ley serán provenir, detectar y sancionar la corrupción en el ejercicio de la función pública”
4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio VIE-1052-12, del 23 de octubre de 2012, suscrito por el Dr. Edgar Ortiz Malavassi, Presidente a.i. del Consejo de Investigación y Extensión, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de Investigación y Extensión, Sesión Ordinaria No. 16-2012, Artículo 5, del 22 de octubre del 2012, y que dice:




“CONSIDERANDO QUE:

1. Mediante memorando SCI-807-2012, la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva del Consejo Institucional, solicita criterio sobre el pronunciamiento del Proyecto de “Ley Reforma parcial y adición a la ley contra la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422, de 06 de octubre de 2004”, Expediente No. 18348.

2. El Sesión Ordinaria No. 16-2012, fue incluida como punto de agenda dicha solicitud, misma que fue analizada y cotejada con la Ley vigente.

3. La nueva Ley propuesta clarifica bajo qué condiciones se pueden desempeñar cargos públicos en diferentes instituciones.

4. Existe un error de forma en el segundo párrafo del Artículo 21 a saber:

Artículo 21.- Funcionarios obligados a declarar su situación patrimonial.

“ …
También declararán su situación patrimonial los empleados de las aduanas, los empleados de la Administración Pública y de las empresas públicas que tramiten procesos de contratación administrativa, los funcionarios de la Unidad de Inteligencia Financiera del Instituto Costarricense sobre Drogas, los oficiales de cumplimiento y los oficiales de cumplimiento adjuntos de las entidades y sujetos obligados por la Ley N.º 8204.

5. Este órgano colegiado analizó y discutió ampliamente sobre el Proyecto de “Ley Reforma parcial y adición a la ley contra la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422, de 06 de octubre de 2004”, Expediente No. 18348.

SE ACUERDA:

a. Sugerir a los miembros del Consejo Institucional las observaciones derivadas del análisis realizado al Proyecto de “Ley Reforma parcial y adición a la ley contra la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422, de 06 de octubre de 2004”, Expediente No. 18348, estas son:

1. Corregir el “Artículo 21.- Funcionarios obligados a declarar su situación patrimonial”, segundo párrafo para que se lea de la siguiente manera: 

“ …
También declararán su situación patrimonial los empleados de las aduanas, los empleados de la Administración Pública y de las empresas públicas que tramiten procesos de contratación administrativa, los funcionarios de la Unidad de Inteligencia Financiera del Instituto Costarricense sobre Drogas, los oficiales de cumplimiento y adjuntos de las entidades y sujetos obligados por la Ley N.º 8204.

2. Revisar el “Artículo 23.- Declaración jurada por orden singular”, tercer párrafo.  Se estima que la redacción propuesta implicaría un número muy alto de funcionario del Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR), que serían sujeto de Declaración Jurada de Bienes ante la Contraloría General de la República en el tanto “administren, fiscalicen, concesionen, dispongan, inviertan, emitan, giren, recauden, recuperen, exoneren y eroguen” fondos públicos.  Está claro que según el Artículo 23 se dice lo siguiente:

“Artículo 23.- Declaración jurada por orden singular”

“El hecho de que un servidor público no esté obligado a presentar declaración jurada sobre su situación patrimonial, no impedirá realizar las averiguaciones y estudios pertinentes con el fin de determinar la eventual comisión de un presunto acto de corrupción, faltas al deber de probidad, conflicto de intereses o cualquier otra falta administrativa”

5. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio ViDa-907-2012, del 25 de octubre de 2012, suscrito por el Ing. Luis Paulino Méndez, Presidente del Consejo de Docencia, dirigido al Dr. Julio Calvo, Presidente del Consejo Institucional, en el cual indica que el Consejo de Docencia en su Sesión No. 10-2012, Artículo 5.a, conoció el Proyecto de “Ley de Reforma parcial y adición a la Ley contra la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422 del 06 de octubre de 2004, y al respecto comunica lo siguiente:

1. “En términos generales, es criterio del Consejo de Docencia, que la reforma planteada incorpora la experiencia acumulada en la aplicación de la Ley 8422 y que facilitará su aplicación futura.
 
2. En el caso específico del artículo 17, se debe revisar la redacción, particularmente el inciso f, que literalmente establece: “La suma de las jornadas de los cargos públicos no podrá sobrepasar la jornada constitucional de 48 horas”,  y la redacción del párrafo inmediato a este inciso, que establece las excepciones: “De la aplicación de la prohibición prevista en primer párrafo de la presente norma, se excluyen los docentes de instituciones de educación superior, músicos……”. 

Si bien como profesores nos excluye de la prohibición, no deja claro si se nos aplica el límite de jornada establecido en el inciso f y tampoco queda claro si se permite la superposición horaria”.

6. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio VIESA-1834-2012, del 30 de octubre de 2012, suscrito por la Dra. Claudia Madrizova, Vicerrectora de Vida Estudiantil y Servicios Académicos, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite las observaciones del Consejo de VIESA, sobre el Proyecto de Ley de Reforma parcial y adición a la Ley contra la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422 del 06 de octubre de 2004, que dicen:




· “Ambigüedad
· Estrategias de control muy rígidas 
· Las leyes no deben responder a situaciones circunstanciales, debe obedecer a un oportuno análisis de la importancia de la función pública
· La Educación  Superior debe tener sus propios reglamentos, respetando la autonomía universitaria.
· La redacción de la Ley debe seguir motivando al ciudadano costarricense a participar en esta importante función, sin que el reglamento y todas las condiciones rígidas establecidas alejen a los funcionarios de esta función.
· Se debe establecer claridad de estrategias de uso adecuado del recurso público de acuerdo al contexto universitario”.

7. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio SCI-990-2012, del 27 de noviembre de 2012, suscrito por el Ing. Jorge Alfredo Chaves, Coordinador de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual indica que la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles del Consejo Institucional, no tiene observaciones adicionales al Proyecto de “Ley de Reforma parcial y adición a la Ley contra la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422 del 06 de octubre de 2004”, por el contrario se considera que las propuestas planteadas son pertinentes.  Tampoco se encuentra que la propuesta roce la autonomía universitaria. 

8. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio VAD-508-2012, del 27 de noviembre de 2012, suscrito por el MAE. Marcel Hernández Mora, Vicerrector de Administración, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual indica que el Consejo de Administración en la Sesión No. 11-2012, Artículo 3, del 7 de noviembre del 2012, analizó la Propuesta  y no encuentra objeciones en temas presupuestarios. Acuerda apoyar el Proyecto de “Ley Reforma parcial y adición a la Ley contra la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422, de 06 de octubre de 2004”, en todos sus alcances.

9. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio SCI-1047-2012, del 11 de diciembre de 2012, suscrito por el Ing. Jorge Alfredo Chaves, Coordinador de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual indica que la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles del Consejo Institucional a raíz de la discusión de la propuesta en la Sesión No. 2796 del pasado 5 de diciembre retomó la discusión del proyecto de Ley, específicamente lo establecido en el artículo 17 y considerando que: 



a. Existe una disposición del CONARE  que estable que los funcionarios de las universidades estatales adscritas pueden dedicar hasta un máximo de tiempo y medio de tiempo completo, en diferentes universidades, el cual corresponde a 66 h. 

b. En el ITCR se tiene permitido laborar hasta un máximo de 1,25 TC,  sin embargo existe la figura de doble ampliación de jornada  para casos especiales donde un funcionario no puede impartir cursos por motivos de fuerza mayor y otros que ya tienen ampliación de jornada deben sustituirlos.

c. Está en proceso de aprobación el Reglamento para el Recargo de Funciones en el ITCR que también plantea que para casos de fuerza mayor se puede asignar a funcionarios que ya cuentan con ampliación de jornada trabajos especiales por períodos previamente definidos. 

d. Hay una práctica institucional de realizar vinculación con los sectores socio-productivos con la coadyuvancia de la FUNDATEC como una forma de generar ingresos propios para el ITCR, en algunos casos y dada la especialización de algunos servicios se deben asignar a profesores y profesoras que ya cuenta con ampliación de jornada.

e. En algunos de estos casos el superior jerárquico debe autorizar la figura de arreglo de horario, dada la naturaleza, en que las labores que se llevan a cabo. La excepción que se hace en el artículo 17 para los docentes universitarios entre otros, tampoco es clara en cuanto si cubre lo referente al arreglo de horario.

f.  En casos de aplicar el artículo 17 propuesto la única forma en que el ITCR podría cumplir con lo anteriormente citado en los puntos 1,2,3 y 4 de este oficio sería por medio de contratación de nuevo personal para esos casos, que tienen que hacerse por medio de concursos de antecedentes lo haría imposible cumplir las necesidades del ITCR, dado el periodo que se requiere para llevarlo a cabo, haría no oportuna la contratación, además que se suma el inconveniente de que muchas veces los periodos o jornadas de contratación no hacen atractivo el puesto y deben declararse desiertos, lo que impediría a la Institución cumplir con sus fines y responsabilidades.

Por lo anterior la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles considera que la propuesta de reforma sí atenta contra la autonomía universitaria y por tanto recomienda que el Consejo se pronuncie en contra del Proyecto de Ley hasta tanto no se excluya del todo a las Universidades Estatales de lo establecido en el Artículo 17.  
 







ACUERDA: 

a. Pronunciarse en contra del Proyecto de Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Ley No. 8422, de 06 de octubre de 2004”, Expediente No. 18.348, hasta tanto no quede claro el alcance de la excepción que se hace para los docentes universitarios en el artículo 17.

b. Instar al Departamento de Servicios Parlamentarios, para que analice y considere las observaciones y recomendaciones emitidas por los entes técnicos de esta Institución.

c. Comunicar. ACUERDO FIRME
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